














des administrativas éJi él seno delasFFM.

En mayo, dos altos dirigentes de AD, en
eventos separados, despiertan el fantasma de la

guerrilla de los años '60 yeasi d~ in~edíato ~
P(odu~ la detepci6~ d~1~~fguel'J;íl1ero.Qpugl{1s
:aRAVO, jumo con' otras' 9 personas, quienes
son puestos en libertad pOco después al serIes
declarado con lugar un recurso de Hábeas Cor-

Pu,s'i i .. ' Hi

A comienzos de juniolaDISIP continua dan-
do a conocer informes de "inteJigenciaH; en esta
ocasión acusan al'escritor Arturo USLAR PIE­

TRI.de conspirar juma con Douglas B~AVOl
Eranciscq :PRJ\DA, Wi[JiamTAREK yel Padre
Marfas CAMU~AS, quienes, según la DISIP, se
habrían reunídoen un hotel de Caracas a discutir
sobre la Constituyente.

Preocupa a PRQVE¡\ que, además de.est~s
acusaciones cOntra personalidades y dirigentes
de oposición, se han producido panfletos anóni­
mos a nivel de diferentes barrios, en los que se
acusa a dirigentes locales de actividades subver­
sivaSódelictiv~s. Endlchos casos, las acusaciones
dejan adicbas personasen un desamparomayo[',
ya que sus nombres no cuentan con el prestigio
de los descritos anteriormente, quedando ex­

puesto,s a la fa\?ricación de$ituaclonéS que afee:,
tan su seguridad personal. Igualmente préoeupa
que los cuerpos poficiales y altos dirigentes d~
partido de gobierno estén jugando un papel pro­
tagóniCOen estas Hdenuncias" frente a las cualC§

wr

Foto: Juan Diego Garelo
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PROVEA: Suspensión de garantfasy
derechos humanos (extracto de docu­

mento entregado a la Fiscalfa General
de la República)

"

"
Aún bajo decreto de suspen-

sión de garantlas, las autórida­
des tienen ciertos [{mitesque de­
ben respetar. Las garantlas se
suspenden de acuerdo a uná se­
rie de razones expuestas en el
decreto co"espondiente. En este
caso, las razones expuestas tie­
nen que ver con el intento de
golpe de Estado contra elgobier­
no constitucional y, por lo tanto,
sólo aquellos hechos que pudie­
ran vincularse directamente con

las razones que dieron origen a
la suspensión, están sujetas a las
prohibiciones y restricciones an­
tes señaladas. Lo anterior se co­

noce como el Principio de Pro­
porcionalidad, es decir, las res­
tricciones y prohibiciones deben
ser proporcionales al peligro
que se intenta evitar.
En relación con las garantías
suspendidas, el Ministerio Públi­
co debe mantener una actitud

vigilante y de control a fin de
impedir que a causa del decreto
las autoridades se excedan en su

aplicación mediante medidas
que no se ajustan a los motivos
que dieron origen al aecreto. '"



o,bien (fO pertenecen a la
de

csio­
'cidas

G.
. _ or

de los detenidos militares los han enfrentado con

represalias y sanciones.
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.• ,. 'i" •...,.......•1 CM!! vs. proee$O polftlco
de los rebeldes Si ~D. ea cierto que lutmpltcadonea de la

"'n:!l.,. .4,'i:1it.i/Y.'tii¡WH" ,X/.grqnr :¡Wú¡; . ,'illliF;;;¡'t;;i,.}!ml~¡~.U~Il~a!!t~~~lterreJ1,2,de~jute ~enllon~.rgo~;wil'i®¡¡¡¡¡¡.ilií'@~j'¡i1"'~:et1··~~,·I(j;PMtiQCYilúlll.'_abilio
- . W' .• ' proceso jUdicial, el mismo debe estar revestido

y sobteseimlentos de las garao.tCasjudiciales fundamentales que

Un total dc;,~~ ~~o~~ ¡tt>ofi; as:Fn'jiunlt~mln~raci6n Independiente e

·hr:~~:¡~e:~~:C_Ji);';-~32~f"ga~;:I:a~:·;'¡
lOtaIidaddelossoldadosfueroopuestoSenliber- susCritas.por Venezuela. Existen en el proceso

lid pocas SCm.masmás tarde) al igual que unos del 4 de febrero unltscrie de'element~ que han
1(le) sul:l:-oficiaJes.P~ertormeJlte;~t P~dent~' lIewadoen diversas pcasiones.a los militares pro-"~;;<,*;",;"';-'~i*,;:,:;,:,,.:t:t1Uti?' o':' i?~':! ~::::;:\,~-fé~/i<:: :-;,;)/,-<t'-'", -a::/-,.,'f'::/:L :i<{'t.,;:::: ",::;::4>;', _,::::N . "'-,*,,:':¡'i ' '.' . "~,_o'::::: :'''_''_

acordó;?el'~imi!Qto ~é lás'!húsaSl\tm~'ii "\i~yra sus¡abog~os "aponet endúaa la!!!!
100 militares Y8 ~Ies, (01110que át momento existencia de tales garantías.
de preparar este Informe, siguen deteD.ido&48 Por una parte, funcionarios tales como el
e~ militares en reJacl6!1a lossUcesc:l!4e14~ PI:esidente de la Repl1b1ica",el Ministro "de la

de)fe~ ¡'ill .<\!~;~ '¡~1~¡~¡;1,! ;;lf~¡' q¡:f~\~:;tQSlj~gi~t~lJ!~ ·di.•laCite ~~ti'emg;w.,
LaSituaCiónde los$ObteSeícJos;SÍD.embargo;" de'Justicia(CSJ), emitieron de<:laracionesptíbli.;

no es clara; a mediados de abril los familiares' cas y de e::arácterpolítico sobre vanos aspectos
denunciaÍl que 8oficlales que babían sido bene- relativos a:los sueesos.lo cual los coloca en una

~ciad~t~ e,I~!~,~lBl,..~~~~);dc;tini<k,J~t !~~~j~~¡,!e~l~~en;'i~ qU~:i~..i~~,~ciali~dDuevamtntepor espa~o de"'odfas'por fuDéiona,!,:;""refiere;yaqtie~ tratade reptesentábtesoficia
ríos-de la DISIP y la DIM, siendo sometidos a que, por los cargos que ocupan, tendrán que
fuertesinterrogatorios. Por otra parte, unos 120 intervenir en diversas etapas del proceso. Es así

~b-o~ales. ~~ ~~fOll ~~'~ ~-\., ~ el~.~.92, ..~~?de I~a~dos.~e lospadiíMistraÍiv~!Y01~tQt1s;i~~..~~.II';i.•p{~~~~!~~!eq~~ el ~9~~!e l1,op~
no fueron promovidos scgdn lo correspoijdient~ ser juez y parte en este piOceso, Por 10 cu
en la carrera militar, creándose una situación de debería inhíbirse de toda actuación, pese a que

incertidl.lmbreydCSC9D.tentoqueal1nnoha sidO el Código de Justicia Milita~ le faculta para ac-
PIel~;~~eO;~~tJ!~p "';~~~!!~~!~l1lb~;,~~~f; e~i~'92;~ lOS~~p1ili~~ ~~ir!ge~J~ua17
'(Jé onaales he Sido'~fiK18~~tédestaeá¿ "niéiite afPresi~nte Shlicitarldosu InIlibieí6D.E1
dos como agregados militares en varias repre- 27.02.92,.los abogados de los procesados dirigen
sentaciones diplomáticas ~ Venezuela, be<:bo un documento a la eSJ en el que expresan que,

que~~,~R~rse,~~gspu,~eq~~; h~~iénd~ prQnun~~o es~e org~nismoliObre,
"el GraUiFemaó(lo eéliOa·~Hcbitferai~()i'·I~sucesbsdel.t1- de Jépreto¡,no 'fX'X1rfaC()tlocer;;

del Mioisterlode la Defensá para J;asarafírenténa.fla coorelaci6l1 a estos hechos, pues sus decla:
de la Cancillería. raciones suponen adelantar opinión; en tal sentí-

Aunqueiniciatrn:ntee~';RismoMinistrodela do advietten que, llegado ~I caso, el proceso
Qefe.~ blzpeoo ii~ la*~~ió~f~~~~ .•Ja ~Jfht.te~drí~ ~~e seti~¡;asl~~~oaJaJurisdicci6~iinter-§
tos rebeldes tendrían intenCioties.de'asesinar 8í 'nacionaÍ. ii .'

Presidente, no se presentaron cargos por intento PROVEA considera que no es papel de los
de magnicidio,.quedando el procesOcircunscrit~. tribunales internacionales entrar a co~r sobre

8l.carg? de re~li<5n¡..Fi1i~l1fj~~n~dO q!(~O~n e!t?pdq~.~ pr~sos ~u~.est1r sie~~o ve~tII~d~
como adhereotes)' de'atuer<1o.conjetartfculo47fJÓ ert'ifajuiiSdiccíóo intemá, aunque sísería't~mto
del CódigodeJusticia Militar; dicho cargó podría jurídicamente válido como polfticamente conve- .
acarrear penas que oscilan entre 26 y 30 afios de niente que todos aquellos funcionarios que se
prisión.. 'hayan pronunciado en tomo al alzamiento, se
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lí)Snombres de los atx)ga~~:s,la c~a¡ eS~uton~~
da por el Ministro deta Dérensa;ningúnaaogalio
que nn aparezca en la lista puede vistlar a los
detenidos. Además. la visita de los ~loogadosse
limita a dos veces por semana cn horarios que

puedctl;aria¡1Sin previoav¡so, si las autQridaq~~
militares lo cemsidcran necesario en base a "mío­
nes de seguridad". Igualmente, el horario de la
entrevista con loSdefensores es sUOlmhemerígi­
dO, siendo IcvantadasacLas en contra deaquellQs

\ arogados queséexcedán eiYel tiempó permitidp
para permanecer con sus defendidos. Esta situa­
ción acarrea dificultades en la formulación de las

consultas y estrategias eje i.iefensa, ya que en
ocaslOnesJos:defen&Qrelsin~íerlenirlás tieí11pdel:l
trasladarse a Yareque el que disponen para
entrevistarse con sus defendidos y, si quieren
evitar que se les levanten actas, deben abandonar

~/ ~ntt;iede detención aUnque n~¡payanterl1?i7
nado dé definir las estrategias de defensa a se·
guir.

Todas estas medidas restrictivas afectan ne­

gativamente los derechos y garantías de los cua­
les debé disfrutar cuálqtlfér deteoil:1o¡ inde,
pendieotemeote del régimen carcelario que le
corresponda. De allí que en diferentes ocasiones
se intenten acciOnesde amparo destinadas a res·
t!tuir los derechos copstitucionales que s~con$i·
deran leSionados.

d. Amparo y Hábeas Corpus 3
El 24.02 lin grupo de .fámiliares interponen

un recurso de amparo ante el Juzgado XXVIII
de Primera Instancia en lo Penal, el cual remite
la solicitud al Juzgado XXXVII; en el escrito los
familia~s solicitan la restit\tción ejylos d~réch~
a la defensa, v5itas, integridad física e inviolabi­

)idad de la correspondencia.
Tanto el Ministro de la Defensa como el

Director General Sectorial de rusticia Militar

informan al juez nohabet adoptado medidas
restrictivas de las visitas, afirmaciones que se
contradicen con lo señalado por el Comandante
del Cuartel San Carlos quien, cuando el juez se
trasladó al Cu~hel para verificar la situación de
los detenidos, informó que por instrucciones gi·

radas por el Ministro(ic la p~fen~tmjosupues.
los de "seguridad", se hahía rest ringldo el acceso
de todo el personal ajeno a las instalacione.<¡del
Cuartel, restricción que estuvo vigente hasta el
05.03.92 ..

DCíipuésdé reali~flr las diUgencias pertinen­
tes, el trihunal declara con.lugar el amparo en lo
relativo al derecho a la defensa, a las visi13s(in­
cluyendo visitas conyugales) y a la inviolabilidad

d~ la cOrf~S~)~dcnci.a,y sinl,ugar en lo rt;cferemc
ala integridad;ffsica, girandO de inmediato ins­
trucciones ál Ministro dc la DefcnsH, al Coman­
d~nte del Centro de Entrenamiento, Capacna­
cién y Adiestramiento de Oficiales (CECAO), al
E.llrectot~e InteligenCIaMilitár, al (',omandante
de/ RegimientO de PolicíaMilitar, al Comandan­
te del Cuartel San Carlos y al Director de Justicia
Militar, con el objeto de notificar/es de la decisión

'1 del QQlígato9ri9acat~mie~~{)de la medida de
amparo por parte de dichas autoridades.

Por otra parte, el 2.+.02,familiares del CrneL
(r) Luis Alberto PIRELA ROMERO introdu­
cen una solicitud de Hábea,~ Corpus ante el Ju~·
gadb XVI de. Primera Instancia en lo1'enal1
aduciendo que éste se encontraba detenido sin
cargos desde el 06.02.92. En e/transcurso de la
tramitaci6n del Hábeas Corpus, el Tribunal II
Permauente M!ilitarinforma?l juez penal que al
detenido se te diCt6 auto de detención el 28.02

por cargos de rebelión militar.
El 12.03.92 el juez penal declara sin lugar la

soliCitudd~ Hábeas COrpus, .por cUMto el tribu­
nalmilitár ya Había dictadO el correspondiente
auto de detención; el juez acuerda, sin embargo,
la apertura de una averiguación sumarial contra
e/ Director de Justicia Militar y el Juez Militar
Segundo de primera,Instancia Pconanente de.
Caracas, por la presunta comisión del delito de
privación ilegítima de la libertad. Dicha decisión
se basa en eLhecho de que transcurrieron 21 días
desde el momento de ~ detención c!e PireIllhasta
elrnomento en que es pueSto a las órdenes del
tribunal correspondiente.

Desde el punto de vista jurídico, tres cosas
llaman la atención de manera positiva en cuanto
a.e~tosreCursos.iJ;nprimer lugar, que finalmente
dos jueces penales acceden dar trámite y decidir

3 PROVEA agradece la colaboración de Irene Torres A. en la recabación de la información necesaria para
este análisis,
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